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DECRETO No. 383 

 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, 

 

CONSIDERANDO: 
 

I. Que la Constitución de la República de El Salvador, en su artículo 1, reconoce a la persona 
humana como el origen y fin de la actividad del Estado, obligándolo a salvaguardar los 

derechos fundamentales de la población, incluyendo el derecho a la seguridad y a una justicia 

efectiva frente a actividades delictivas organizadas. 
 

II. Que por Decreto Legislativo No. 547, de fecha 26 de octubre de 2022, publicado en el Diario 
Oficial No. 225, Tomo 437, de fecha 29 de noviembre de 2022 y Decreto Legislativo No. 804, 

de fecha 26 de julio de 2023, publicado en el Diario Oficial No. 157, Tomo 440, de fecha 25 

de agosto de 2023; se reformaron disposiciones de la Ley Contra el Crimen Organizado 
relativas, entre otras, al capítulo de disposiciones procesales, para adaptarlas al enjuiciamiento 

necesario contra esta modalidad delictiva, con el propósito de lograr mayor eficiencia y eficacia 
en la determinación de responsabilidades de quienes sean sometidos a juzgamiento en esta 

competencia, dado que el crimen organizado involucra redes de personas y actividades que 
requieren un enfoque estratégico para su combate efectivo. 

 

III. Que las estructuras de crimen organizado, caracterizadas por su organización jerárquica, 
transnacionalidad y capacidad para incorporar nuevos miembros, realizan actividades 

delictivas que representan una amenaza directa a la seguridad y la institucionalidad del Estado, 
requiriendo un enfoque procesal que priorice la persecución de la estructura criminal como 

entidad continua. 

 
IV. Que la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 

suscrita en Palermo, Italia, el 14 de diciembre de 2000, y ratificada por El Salvador el 8 de 
marzo de 2004, publicada en el Diario Oficial No. 65, Tomo No. 363, de fecha 2 de abril de 

2004, promueve la adopción de medidas legislativas que fortalezcan la persecución de 
estructuras criminales, manteniendo el equilibrio con los derechos fundamentales. 

 

V. Que las medidas de seguridad coordinadas y sistemáticas implementadas por el Gabinete de 
Seguridad implicarán la continuidad de detenciones de personas vinculadas a estructuras 

criminales de maras o pandillas, lo cual significa que el agrupamiento para su enjuiciamiento 
será una actividad permanente en el tiempo, y por lo tanto se deben establecer reglas 

procesales que permitan resolver la situación jurídica de los detenidos. 

 
VI. Que la complejidad de los procesos penales contra estructuras de crimen organizado, debido 

a la multiplicidad de miembros sujetos a procesamiento y la incorporación continua de otros 
dentro del proceso contra la misma estructura, demanda un modelo de gestión de audiencias 

que permita al juez, a propuesta del fiscal, determinar la participación en éstas de los 
imputados en función de la imputación específica que se les atribuye, manteniendo las 

audiencias abiertas mientras la estructura criminal permanezca activa o existan miembros 

pendientes de juzgamiento, siempre conservando las garantías procesales. 
 

VII. Que el Estado salvadoreño tiene el deber de investigar, juzgar y sancionar los crímenes graves 
cometidos por organizaciones criminales con el rigor que corresponde al daño infligido a la 

sociedad, habilitando mecanismos que permitan el procesamiento judicial de imputados no 

detenidos, asegurando la continuidad del proceso. 



 
 

 
 

2 

 

POR TANTO, 

 
en uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa del presidente de la República, a través del 

ministro de Seguridad Pública y Justicia, 
 

DECRETA las siguientes: 

 
REFORMAS A LA LEY CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO 

 
Art. 1.- Refórmase el artículo 1, de la siguiente manera: 

 

“OBJETO 
 

Art. 1.- La presente ley tiene como propósito determinar el procesamiento de organizaciones 
criminales o terroristas, nativas o extranjeras, y a sus miembros; entendidas como estructuras jerárquicas 

y permanentes dedicadas a la comisión sistemática y monopólica de delitos, tanto a nivel nacional como 
transnacional, o que usurpan funciones del Estado. Para ello, se establecen normas y procedimientos 

especiales destinados a desarticular integralmente dichas organizaciones, sus miembros, redes y recursos, 

con el fin de neutralizar su capacidad operativa.” 
  

Art. 2.- Refórmase el inciso tercero del artículo 3, de la siguiente manera: 
 

“En los casos que involucren a menores de edad, los jueces de menores que conforman el Tribunal 

actuarán únicamente como jueces de garantía, supervisando el cumplimiento de los derechos de los 
menores conforme a la legislación especial nacional e internacional aplicable, sin participar directamente 

en el juzgamiento de los delitos sometidos a conocimiento de esta competencia.” 
 

Art. 3.- Intercálase entre los artículos 16 y 17, el artículo 16-A, de la siguiente manera:  
 

“Art. 16-A.- En el caso de imputados no detenidos, cuyo paradero sea desconocido o que se 

encuentren fuera del país, no serán aplicables las reglas dispuestas en el artículo 163 del Código Procesal 
Penal; por lo que, el fiscal solicitará la imposición de la detención provisional en contra de los imputados 

ausentes y el juez continuará con el desarrollo del proceso.” 
 

Art. 4.- Refórmase el artículo 17, de la siguiente manera: 

 
“Art. 17.- Si los imputados se encuentran detenidos administrativamente, serán puestos a 

disposición judicial y el fiscal solicitará la asignación de causa por estructura criminal a la que pertenezcan. 
En este caso, con los elementos presentados por la Fiscalía General de la República, y con la sola vista de 

la solicitud, el juez impondrá la medida cautelar requerida. 

 
Decidido lo referente a la medida cautelar, la Fiscalía General de la República presentará acusación 

contra la estructura y sus miembros ante el Tribunal Contra el Crimen Organizado correspondiente, dentro 
de un plazo máximo de veinticuatro meses. 

 
Habiéndose configurado el agrupamiento de imputados en una sola causa, el fiscal presentará la 

respectiva acusación dentro del plazo establecido en el inciso precedente, la cual podrá ser parcial, 

segmentando en la acusación a aquellos imputados respecto de los cuales cuente con los elementos, 
agotada la actividad probatoria, indistintamente si el plazo de instrucción hubiere precluido o no. 
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En aquellos casos en los que el fiscal considere que es necesario ampliar la investigación; solicitará 

al juez, de manera motivada, diez días antes de la finalización del plazo inicial dispuesto, su ampliación, la 

cual será por el período de doce meses. 
 

Si la Fiscalía General de la República no presenta dictamen de acusación en el plazo legalmente 
dispuesto, el juez intimará al fiscal superior, y si éste no contesta, sin más trámite dictará sobreseimiento 

definitivo a favor de los imputados y dejará sin efecto la medida cautelar. 

 
Por acusación parcial se entenderá la facultad que tiene la Fiscalía para presentar la misma, en 

contra de aquellos imputados para quienes cuenten con los elementos necesarios para sostener la 
imputación en el juicio; mientras el resto continuará en la fase de Instrucción en que se encontraren hasta 

su agotamiento.” 

 
Art. 5.- Refórmase el artículo 18, de la siguiente manera: 

 
“Art. 18.- Recibida la acusación, el juez resolverá dentro de los tres días siguientes señalando día 

y hora para la celebración de la Audiencia Única Abierta, la cual se llevará a cabo en un plazo que no 
exceda de sesenta días. 

 

La audiencia permanecerá abierta mientras existan miembros de la estructura criminal sin juzgar, 
conforme a la definición establecida en este artículo. El fiscal propondrá al juez a los imputados que irán 

siendo sometidos a la audiencia, en atención a la imputación de pertenencia y jerarquía dentro de la 
estructura, y el juez determinará su participación. 

 

Una vez finalizado el conocimiento de las imputaciones que se vayan presentando, el juez 
procederá a emitir sentencia con base en la prueba aportada. 

 
Si no se presentan nuevos imputados o pruebas relevantes durante un período de dos años 

consecutivos, el juez, previa consulta al fiscal, podrá declarar el cierre de la audiencia, sin perjuicio de 
reabrir el proceso si se identifican nuevos miembros o actividad de la estructura criminal. 

 

Para los efectos de esta ley, se entenderá por audiencia abierta el procedimiento judicial continuo 
establecido para el juzgamiento de la estructura criminal organizada y sus miembros, que permanece activo 

mientras existan imputados vinculados a dicha estructura que no hayan sido juzgados, permitiendo la 
incorporación de nuevos imputados con base en elementos probatorios que demuestren su pertenencia a 

la organización.” 

 
Disposiciones Transitorias 

 
Art. 6.- Finalizado el plazo transicional del Decreto Legislativo 803, de fecha 26 de julio de 2023, 

publicado en el Diario Oficial No. 157, Tomo 440, de fecha 25 de agosto de 2023, el juez a solicitud del 

fiscal deberá asignar un número de causa en contra de la estructura criminal y, en consecuencia, de sus 
miembros, para su procesamiento, de acuerdo con los agrupamientos solicitados por la Fiscalía General de 

la República en aplicación del referido decreto. Una vez presentada la solicitud para la asignación de la 
causa, el plazo de instrucción aplicable será el dispuesto en el artículo 17 de esta ley, contado a partir de 

la fecha de presentación de la respectiva solicitud, sin perjuicio de la fecha de captura de los imputados. 
 

El fiscal deberá presentar toda la prueba recabada durante el referido período transicional al juez 

que conocerá del proceso penal contra la organización criminal y sus miembros, los cuales deberán ser 
incorporados con la acusación respectiva.  
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Sin perjuicio del sometimiento del imputado a otras causas por otros delitos y por otros 

jueces, la Dirección General de Centros Penales recibido el oficio por parte del juez de crimen 

organizado que se encargará del procesamiento de la organización con todos sus miembros, debe 
cumplir de manera inmediata la orden de éste, eliminando el registro efectuado con base en el 

referido decreto. 
 

Las causas iniciadas con base en esta disposición deberán tener un registro único judicial por 

cada organización criminal, el cual será establecido por la Fiscalía General de la República. 
 

Vigencia 
 

Art.7.- El presente decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 

Diario Oficial. 
 

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los quince días 
del mes de agosto del año dos mil veinticinco. 

 
ERNESTO ALFREDO CASTRO ALDANA, 

PRESIDENTE. 

 
SUECY BEVERLEY CALLEJAS ESTRADA,                       KATHERYN ALEXIA RIVAS GONZÁLEZ, 

PRIMERA VICEPRESIDENTA.                                     SEGUNDA VICEPRESIDENTA. 
 

ELISA MARCELA ROSALES RAMÍREZ,                          REYNALDO ANTONIO LÓPEZ CARDOZA, 

PRIMERA SECRETARIA.                                              SEGUNDO SECRETARIO. 
 

REINALDO ALCIDES CARBALLO CARBALLO, 
TERCER SECRETARIO. 

 
 CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los quince días del mes de agosto de dos mil 

veinticinco. 

 
PUBLÍQUESE, 

 
NAYIB ARMANDO BUKELE ORTEZ, 

Presidente de la República. 

 
HÉCTOR GUSTAVO VILLATORO,  

Ministro de Seguridad Pública y Justicia.  
 

D. O. N° 152 

Tomo N° 448 
Fecha: 15 de agosto de 2025 
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